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Hechos

1

MINISTERIO DE JUSTICIA

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña remite
el recurso ~ubemativo interpuesto por el Notario de Barcelona don José
Alfonso Lopez Tena contra la negativa de la Registradora de la Pro­
piedad número 2 de Badalona a Inscribir determinadas cláusulas de
préstamo hipotecario.

RESOLUCION de 24 de abril de 1992, 'de la Dirección
Gel/eral de los Registros y del Notariado, en el recurso
gubernativo interpuesto por el Notario de Barcelona don
José Alfonso Lópe: Tena contra la negativa de la Re~is­
trodora de la Propiedad número 2 de Badalona a inscrIbir
determinadas cláusulas de préstamo hipotecario.

12396

cuentas y balances de la Seguridad Social de 29 de mayo de 1991, se hace
preciso:

1.3 Que la Comisión considere nuevamente los expedientes que
han sido depurados con criterios distintos a los formulados por este
Tribunal o que este Organismo no ha estimado suficientemente docu­
mentados, tenicndose en cuenta estos criterios en la labor a realizar en
el resto de las operaciones de depuración.

2.a Que la Comisión estudie detalladamente las causas que originan
contabilizaciones incorrectas en la actualidad para evitar que éstas se
sigan produciendo, de tal forma que se puedan adoptar las medidas
reglamentarias, de gestión y de control interno que permitan solucionar
los citados problemas.

3.a En las 'cuentas de la Seguridad Social, una vez analizadas las
p3rtidas que componen los saldos, determin3da su naturaleza, estable­
cida su corrccta aplicación contable y hechas las rectificaciQnes a que
hubiere lugar, se, hace necesario establecer de forma inmediata una
separación nítida entre las partidas contables pendientes de depuración
y el resto de las que componen los saldos de las cuentas, a fin de que
se pueda evaluar la gestión contable al margen de los defectos o errores
previamente delimitados, hacer un seguimiento del proceso de regulari­
znción de dichas partidas y facilitar ,el conocimiento y, en su caso, la
cxigcncia de responsabilidades administrativas, disciplinarias y conta­
bles.

4.:1 Que se adopten las medidas oportunas por el Ministerio de
Trabajo y Seguridad Social para que de nuevo las operaciones derivadas
de la <Iplicación de la Resolución de 26 de febrero de 1990, queden
expresamcnte incluidas en el ámbito de actuaci,ón de la Comisión.

Madrid, 21 de noviembre de 1991,;-EI Presidente, Adolfo Carretero
Pérez. -

En escritura de préstamo con garantía hipotecaria autorizada por el
Notario de Barcelona don Alfonso López Tena ellO de enero_de 1990,
«Unión de Créditos Inmobiliarios, Sociedad Anónima, Entidad de Fi­
nanciación», concedía un préstamo de 5.200.000 pesetas a los consortes
de vecindad común don Eduardo López Chía y doña Manuela Nosete
Cabrera y en la cláusula 21 se indica: «Si la calificación registral es­
timase que cualquiera de los pactos o párrafos no es inscribible según
el Registrador, los otorgantes acuerdan que proceda a la inscripción de
los que sean inscribibles, según el criteno del mismo.» Dicha escritura
fue presentada en el Registro de la Propiedad de Badalona número 2
el dla 10 de abril de 1990 y fue calificada ese mismo día con la nota
de calificación -de despacho según la Registradora- siguiente: Registro
de la Propiedad número Dos de"Badalona. Nota de Despacho. (Artículo
429 del Reglamento Hipotecario). Inscrito el precede'1te documento, en
virtud de lo dispuesto por las partes en la cláusula 17.", en el tomo
3.069 del archivo, libro 289 de Badalona dos, folio 156, finca número
17.693, ins~ripción 5.a, cuya inscripción se ha practicado en los siguien­
tes términos: «Entidad número Tres. Piso primero, puerta segunda, des­
crita en la inscripción 4." prccédente. Se halla afecta a las cargas re­
sultantes de sus inscripciones. Don Eduardo López Olía,. mayor de
edad, funcionarjo, casado en régimen de gananciales con doña Manuela
Nosete Cabrera, vecino ,de Badalona, calle HipólitoLázaro, 79,1.° 2."
Y con D.N.I. número 28.367.882, y doña Margarita López Nosete, ma­
yor de edad, soltera, dependienta, vecina de Badalona, avenida Amé­
rica, 53, y con D.N.I. número 43.695.103, adquirieron esta finca, por
partes iguales, el primero con carácter presuntivamente ganancial, por
compra según la inscripción 4." precedente, y en escritura olorgada en

, Barcelona a 10 de enero de 1990, ante el Notario don Josep Alfons
López Tena, dichos señores, realizan contrato de préstamo con la en­
tidad «Unión de Créditos Inmobiliarios, Sociedad Anónima, Entidad
de Financiacióm>, domiciliada en Madrid, paseo de la Castellana, nú-

RECOMENDACIONES

CONCLUSIONES

La A pesar de los progresos quc se han venido produdendo en la
presentacIón de las cuentas oe la Seguridad Social sigUIeron existiendo
dcficicncitls sustanciales que dieron lugar a la calificación negativa
('xpuesta en Jos informes anuales de los ejercicios de 1986 y 1987
emitidos por el Tribunal.

Las actuaciones dc la Comisión, que en general han surtido efecto,
aunque limitado" a partir de 1987, no han supuesto en todo caso
modificaciones significativas en la situación de las cuentas, por los que
In Comisión no ha cumplimentado aún el objetivo que le fue encomen­
dado.

2.n Aunque con posterioridad a la remisión del informe de la
Comisión se ha recibido documentación básica para el análisis de
determinadas cuentas del balance de situación de la Tesorería General
del ejercicio de 1988, siguen existiendo deficiencias que a juicio de este
Tribunal afectan de modo sustancial a la regularidad de los estados
contables dc la Seguridad Social.

Estas dcficiencias que siguen ofreciendo las cuentas anuales del
ejercicio de 1988, en sus aspectos fundamentales, pueden relacionarse en
el modo siguiente:

En el grupo de cuentas «Deudores y acreedores» permanecen saldos,
subsaldos y partidas por importes muy elevados pendientes de análisis
y, en su caso, regularización que permitan obtener relaciones nominales
justificativos de los derechos y obligaciones reales de la Seguridad Social.
Est<l siluación se mantiene a pcsar de los trabajos de la Comisión, ya que
sibicn se ha_ conseguido eliminar una parte de los activos y pasivos
ficticios, sigue siendo muy importante el volumen de las operaciones
pendicntcs de análisis.

En el subgrupo «Cuentas diversas»-"es también necesarjo realizar un
análisis que' clarifique en primer lugar el significado de múltiples
subcllentas y sus motivos de cargo _y abono para posteriormente
dcterminar la n<lturalez de las partidas que las integran y conseguir su
aplic<lción fin<llist<l o re~ularización; todo ello fundamentalmente en las
cucntas «Partidas pendIentes de aplicación» y «Operaciones en cursO».

Se sigue careciendo de documentacian justificativa de los saldos de
importantes masas patrimoniales, a pesar de la documentación recibida
con posterioridad a la remisión del informe. Estas deficiencias se
apreciar. en los conceptos «Instalaciones», «Mobiliario y material no
1116"i!», «Material móvil», «Inmovilizaciones en curso», «Préstamos
concedidos a largo plazo», «Fianzas y depósitos» e «Inversiones
financieras» del balancc de situación de la Tcsorcria General (en el que
figuran saldos procedentes de la gestión propia y de la de las Entidades
Gestor<ls) y «Existencias» del balance del INSALVD.

La documentación recibida en este Org<lnismo el 31 de julio de 1991,
incluyc inventarios a 31 de diciembre de 1988, de «Inmuebles»,
«Terrenos y solares>~, «Valores mobiliarios» y «Préstamos hipotecarios
al personal», cuya valoración está pendiente de conciliación con los
correspondientes saldos contables.

SIguen pendientes de análisis las partidas afectadas por la regulariza­
ción efectuada por el Instituto Social de la Marina con fecha I de julio
de 1987 (y modificada posteriormente) que el Tribunal consideró
incorrecta en el informe anual de 1987.

3.n L'l document<lción correspondiente al ejercicio de 1989 pre­
senta, en general, las mismas deficiencias que la del ejercicio anterior.

4.a Como el Tribunal ha expresado al analizar las cuentas de la
'--seguridad Social. los fallos dctecWdos en ellas en algunas ocasiones están
Vinculados en buena' medida a defectos en los procedimientos de
aplicación del sistema contable de la Seguridad Social. Esta circunstan­
cia también ha influido en que, a lo largo de todos los ejercicios en que
la Comisión ha actuado se hayan gencrado nuevos saldos contables
pcndicntes dc depuración, lo que ha agravado la situación.

apoyo permanente y grupos de trabajo cualificados (en la Tesorería
General de la Srguridad Social, INSS. 15M, INSALUD e INSERSO) con
pcrsC'nalsuficicnlc y expeno para las distintas tareas a fin de acelerar los
trabajos de la Comisión y mejorar la calidad de los mismos.

En el acuerdo 3.° de los adoptados por los Plenos del Senado y del
Congreso en sus sesiones de 21 y 29 de noviembre de 1990 en relación
con las cuentas de la Seguridad Social del ejercicio de 1986, se estableció
que no procedía su aprobación hasta que este Tribunal examinase el
informe final de la Comisión para el estudio de las cuentas y balances·
de la Seguridad Social al que este dictamen se refiere.

Teniendo pues, en cuenta la finalidad con que en el acuerdo se hace
referencia al examen del informe por el Tribunal de Cuentas, se estima
procedente, a la vista del resultado de tal examen y teniendo asimismo
en consideración las comprobaciones realizadas hasta el presente de las
cuentas anuales del sistema y la documentación recibida con post~riori.
dad a la rcmisi,ón del informe por la Comisión, establecer las sigUientes:

Por todo lo anteriormente expuesto y dando por reproducidas las
recomendaciones contenidas en el informe suplementario de este
Tribunal sobre las actuaciones de la Comisión para el estudio de las
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mero 140, inscrita en el RcO'istro Mercantil de Madrid, con C.LF. A­
39-025515, por un capital ac cinco millones doscientas mil p!""Sctas,
entregadas en el acto de otorgamiento de la escritura, en cuya escritura
aparte de la obligación de devolver el capital y pago de mtcrescs al
tipO que se dirá, establecen otra serie de obligaCIOnes por conceptos
diversos, de seguros reales y personales, gastos de estudio, gastos y
suplidos, y otros gastos que no se dctcnninan, estableciendo la globa­
lización de todos los ~agos a través de una cuenta operativa de la que
el prestamista rcmilira mensualmente aviso de cobro en el ~uc se 10­
dicará el detalle de la cuota a pagar. En la propia escritura dIchos don
Eduardo López Chía y doi'la Margarita López Nosete, constituyen hi·
poteca sobre esta finca en garanlía de la devolución del citado capital,
(le! pago de los intereses por un .máximo de dos millones seiscientas
noventa y dos mil quinientas pesetas, del pago dc los interesC"S mora­
torias por los diversos conceptos obligacionales estipulados, hasta un
máximo-de un. millón setencientas doce mil cien pesetas, y de un millón
cuarenta mil pesetas como máximo por los gastos pagados por cuenta
de la prestataria, así como las costas y gastos de la eJecudon judicial.
y en la propia escritura dichos otorgantes establecen que, í<SI fa cali­
ficación reglstra1,eslimase que cualquiera de los pactos o párrafos no
es inscribible, según el Relitistrador, los otorgantes acuerdan que pro­
ceda a la inscripcIón de los quc sean inscribibles según el criterio del
mismo». En virtud de dicha cláusula, se procede a la inscripción de la
garantía hipotecaria en cuanto a los conceptos inscribibles previa la
denegación de los siguicntes pactos, cuya denegación se verifica a los
efectos registra les; sm prejuzgar los efectos obligacionales a la acción
personal de cumplimiento de contrato entre las partes: l .. Del pacto de
la cláusula segunda, el acuerdo de aumento o disminución del plazo
de duración del contrato, confonne al artículo 144 de la Ley Hlpote~
caria. 2. La cláusula tercera, en su totalidad por intrascendente a efectos
hipotecarios. 3. La cláusula cuarta, apcrtura de cuenta, por cuanto que
la globalización de pagos de obligaciones diversas no afecta la garantía
hipotecaria que se constituye sobre obligaciones específicamente detcr­
mlOadas. 4. De la cláusula quinta, se deniega el pacto de conversión
del préstamo a tipo de interés variable,· según módulos privados de
mero mercado económico por cuanto o bien supone ··un pacto aleatorio
incompatible con el carácter esencialmente conmutativo del contrato
de la empresa con el consumidor, o bien, un pacto de repercusión de
responsabilidades objetivas por riesgos del mercado, nulo, pues la res­
ponsabilidad objetiva es materia legal. Asi como las referencias a co­
misiones de estudios, primas de seguros reales y personales, y gastos
de fonnalización del contrato, que no consta hayan sido abonados por
la acreedora, además de que globalizados· con otros com:eptos, no son
susceptibles de inscripción. 5. La cláusula sexta, por intrascendente a
efectos hipotecarios. 6. La cláusula· séptima, devolución del préstamo,
en cuanto a la contabilización en la cuenta personal del prestatario, y
el epigrafe «Importe de cuotas mensuales», por no resultar a qué con­
ceptos corresponden los pagos pactados, 'j por la misma razon de la
denegación 4, c1.áusula. En cuanto al epígrafe «Cuotas mensuales», sólo
se hace constar el lugar de pago al refenrse éstas a cuotas globalizadas,
conce{'to diferente de la devolución del capital e intcreses. Se deniega
tambien la inscripción del Racto de imputación, por ser personal. 7. De
la cláusula novena, se deniega su inscripción en cuanto al .seguro de
fallecimiento, por no tener. trascendencia en la garantía hipotecaria, así
como el seguro sobre el inmueble, por no adaptarse en extensión a la
garantía hipotecaria, sin perjuicio de lo que dispone la Ley de Mercado
Hipotecario. 8. Se deniega la inscripcion de la cláusula décima, por
carecer de trascendencia en cuanto a la hipoteca que se constituye y
por lo expuesto en la denegación 4. 9. Se deniega la inscri'p'ción de la
cláusula duodécima, por referirse a obligaciones diversas dlferentes de
las que son específicamente garantizadris, y remitirse a la cuenta per­
sonal obligacional interna, sin trascendencia en la hipoteca tal como se
ha constituido. 10. De la cláusula decimotercera, se deniega lainscrip­
ción del contenido del epígrafe «Obligaciones del hipotecantc», por no
trascender a la hipoteca, sin rerjuicio de lo que dispone Rara la acción
~e devastación de la Ley de Mercado Hipotecario. 11. Se deniega la
IOscripción de las cláusulas decimocuarta, decimoquinta, decimosexta
y vigesima, {lar carecer de trascendencia respecto a la hipoteca que se
constituye. 12. En cuanto al contenido estrictamente hipotecario, se de­
niega la inscripción de la hipoteca en pago de inten..-ses de dt."'l110ra,
porque tal y como está constituida, no comprende sólo las demoras en
el pago del capital e intereses, sino conccf:tos diversos de la cuenta
interna, no garantizados ni detenninados. 3. También se deniega la
inscripción en cuanto a la hipoteca en garantía de ~astos pagados por
cuenta de la parte prestataria, por no mdicarse cuales son, ni a qué
concepto se refieren -o pueden referirse y englobarse con la hipoteca
por costas judiciales. En virtud de todas estas denegaciones procedo a
la inscripción confonne a la autorización reseñada y respecto a los
conceptos no denegados, en los siguientes ténninos: capital garantizado
con la hipoteca: cinco mjllones doscientas mil pesetas, en concepto de
Rréstamo. Duración del préstamo: vcinte años. Fonna de devolución
del capital~ No resulta determinada. Interés del capital del préstamo:
catorce enteros noventa y cinco céntimos por ciento anual, que se de­
vengará mensualmente. Lugar de pago: Banco de Santander, agencia
1050 de la calle Pablo Piferrer, número 114, de Badalona. Constitución
de hipoteca: don Eduardo Lópcz Chía y doña Mar~arita López Nosete

constituyen hipoteca en garañtía de la devolución del capital prestado,
sus intereses al tipo indicado hasta el máximo de dos millones seis­
cientas noventa y dos mil quinientas pesetas y límite temporal de las
cinco últimas anualidades, y hasta un máximo de un -millón cuarenta
mil pesetas por costas y gastos de la ejecución judicial. La hipoteca se
constituye conforme a la nonnativa de la Ley del Mercado Hipotecario
y se extiende a cuantos elementos no descritos se encucntran en la
finca hirotecada y en concreto dejando a salvo lo dispuesto en el ar­
fículo 1 2 de la Ley Hipotecaria. a cuanto establecen los artículos 109,
110 Y 111 de la Ley Hipotecaria, 215 del Reglamento Hipotecario y
334 del Código Civil. A efectos de ejecución, las partes tasan esta finca
en seis millones novecientas ocho mil doscientas cincuenta y seis pe­
setas, se fija como domicilio a efectos de notificaciones la propia finca
hipotecada, se pacta la posesión y administración interina de la tinca
hipotecada,.para el sURuesto de la regla 6.a del artículo 131 de la Ley
HIRotecaria, y a ·Ios efectos de la venta por el procedimiento extraju­
dicial que se pacta, nombran mandatario a la acreedora. Sumisión: Las
partes se someten a la jurisdiccíón de los Juzgados y Tribunales de
Madrid. Cesión dcl. crédito hipotecario: La acreedora podrá ceder el
crédito hipSltccaril.? sin neces¡d~d de: notificar la cesión a la prestataria..
En la propia cscntura que se mscnbe doña Manuela Noscte Cabrera,
mayor de ·edad. sus labores, casada en régimen de gananciales con don
Eduardo López Chía, vecina de Badalona, domicifiada en la calle' Hi­
pólito Lázaro 79 1." 2.a y con D.N.I. número 28.280.288~ consiente la
hipoteca objeto de la presente. En su virtud, inscribo a favor de «Unión
de Créditos Inmpbiharios, Sociedad Anónima, Entidad de Financia­
cióm>, su derecho de hipoteca sobre esta finca, en los ténninos que
resultan del p'resente asiento. Así resulta del Registro y de la calendada
escritura, en la que la entidad acreedora fue representada por don Joan
Pjñol Amal, mayor de edad, soltero, abogado, y vecino de Barcelona,
en virtud de la escritura de poder autorizada por el Notario de Madrid,
don José Antonio Torrente Secorun, a 10 de octubre de 1989, inscrita
en el Registro Mercantil de esta provincia, transcrita en su parte nece­
saria en el documento presentado, cuya escritura ha sido presentada a
las 9 horas del día la de abril actual, según el asiento 2.501, del Diario
9. Pagado el Impuesto y archivada carta de pago de autoliquidación.
Badalona, ,a la de abril de 1990. El Registrador. Fdo.: María Purifica­
ción Garda Herguedas.

Presentado nuevamente en el Registro de la Propiedad elide junio
de 1990 fue calificado con la siguiente nota de calificación el dla 30
del mismo mes: Nota de calificación. Presentado nuevamente el pre­
cedente documento, se hace constar que el mismo fue objeto de 1OS­
cripción en su día, al tomo, libro, folio y ténninos literales gue constan
enla precedente nota de despacho. Cuya inscripción se realizó, en base
al consentimiento común presentado por los otorgantes. con exclusión
de los pactos, cláusulas y párrafos no susceptibles de inscripción según
el juiCIO del Registrador, al que ambos acordaron remitirse. Lo que se
hace constar a fas efectos de la impugnación de la presente nota y la
posible necesidad de consentimienro de ambos contratantes, en cuanto
pueda producir alteración de los contcnidos de las titularidadcsinscritas
y en orden de los contenidos incompletos.

Dada la dificultad de separar textualmente en la presente escritura
los contenidos constitutivos de·la hipoteca de los no susceptibles de
garantía y en su caso los no garantizados, que constituyen mero título
obligacional no garantizado, así como la diversidad de garantías hipo­
tecarias constitUidas, la existencia de contenidos impreCIsos en las ga­
rantías hipotecarias que llevan a la apreciación de la no expresión sin
claridad suficiente de aspectos inicialmente inscribibles (el artículo 98
párrafo 2." del Reglamento Hipotecarla), a los efectos del 219 de la
Ley Hipotecaria, y en consecuencia las diversas funciones de la pre·
sente nota. Es necesario sentar ciertas premisas previas.

A lo. q~ese une la situación atípica -del Registrador en virtud de un
conSentimIento contractual a los efectos de la confonnidad con su cri­
terio y la coexistencia a efectos de la calificación de nonnativas espe­
ciales, tanto.en el presente Rréstamo (Ley de Defensa de los Derechos
del Consumidor) como en el Estatuto del Crédito Hipotecario (nanna­
tiva general, nonnativa especial de entidades de credito y nonnativa
de la Ley del Mercado HI~otecario) de esta manera se agruparán los
elementos calificables, segun sus características comunes y la legisla­
ción aplicada según los principios comunes a los diversos contenidos
de la escritura.

I. Elementos de la calificación concreta.
Dada la inexistencia dc obstáculos registrales, están constituidos por

el título presentado y el, derecho a aplicar sobre el mismo, en cuanto
a los contenidos susceptibles de inscripción. .

El título constitutivo de la hipoteca.
Respecto al título se distingue la escritura como título fuente de

obligaciones (artículo 1.089 del Código Civil) y la escritura como título
constitutívo de la hipoteca (artículo 609 del Código Civil). Es dccir
como titulo del Derecho Real de hipoteca constitu¡(io únicamente por
las obligaciones garantizadas y la extensión y facultades que constitu­
yen el estatuto real del título hipotecario en orden a su inscripción
según el articulo 2 de la Ley Hipotecaria párrafo 2.0 a cuyo efecto es
necesaria la validez del contrato, y por el principio causalista y de
accesoriedad de la hipoteca obligación licita existente o de posible exis-
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tenda y que la garantía, que puede ser inferior no se extienda a más
de la obligación. ., . .,

Una vez calificada la vahdcz del titulo de la obhgaclOo Y. la exten·
sión de la ,sarantia y su congruencia. con ésta lo úmct? que mteresa a
la inscripcion es el contenido .garantlza4~. y la extensión y facul.ta.d~s
constitUIdas dentro de los lÍlTIltcs pernuudos por la Ley en perJuIcIo
de terceros.

Así como la obligación en que consiste el contrato supone la facultad
de reclamar al deudor y sus herederos, la hipoteca. en que consiste el
derecho real. se refiere a la facultad sobre una finca de venderla, por
propia autoridad, vc,:,cida y no pagada, la obligación garantizada, para
cobrarse con el precIO de la venta.

En cuanto al título real y su contcnü.l0 se sigue el principio ~e ~(~i­
teralidad») dado que la finna por el Registrador del acta de ¡nscnpCIOIl
implica la confonnidad de la inscripCión con la copia del título d.e
donde se ha tomado (artículo 98 de la Ley Hipotecarla). En eonfonm­
dad con el carácler de título real y lo dispuesto para los .tít)Jlos de
legitimación susceptibles de ejecutarse respecto a personas distintas de
los. o~organtes y de sll:s herederos, qu~ precisan la oete':l!!inación literal
objetiva de su contemdo, se ha apreCiado la no expresJOn C! la falta de
expresión con claridad suficiente de detenninados contemdos que se
diran, potencialmente susceptibles de inscripción.

Según dicho contenido literal se ha separado lo que son obligaciones
y. cláusulas no susceptibles de garantía o no garantizadas, de lo cons­
titutivo de garantía hipotecaria en la escritura ateniéndose el Registrador
a estas últImas a los efectos de la calificación para la inscripción por
no ser las otras de acceso al Registro.

Resoecto a los contcnidos potencialmente susceptibles de inscripción
incompletbs o imprecisos en cuanto a su concepto según el propio
título, el Registrador se ha limitado a hacer constar dicha falta de cla­
ridad, imprecisión o contradicción a fin de que puedan ser objeto de
la. corres'pon~ief':t~ escritura complementaria o de aclaración que per­
mita su mscnpclOn.

También y a los fines de evitar cualquier confusión en la persona
que potencialmente examine este título entre los contenidos hipoteca­
rios y los meramente personales, se ha manifestado el carácter personal
de algunas de sus clausulas' que podrían provocar confusión.

Normativa legal aplicable.
En virtud del princtvio causalista y la accesoriedad de la hipoteca,

la calificación a los efectos d~ su inscripción se verifica en dos ver·
tientes, una a fin de comprobar la validez del título constitutivo, de la
existencia y validez de la obligación y de la garantia constituida que
ha de ser congruente y puede extenderse a menos, pero no a más, de
la obligación garantizada. Otra, de orden real análoga a los demás de­
rechos reales en cuanto a los límites, extensión, facultades y estatuto
real en orden a los demás derechos inmobiliarios. Por ello la legislación
que se ha aplicado se diversifica en:

A) Orden civil: Calificación de la validez del contrato y de las
obligaciones garantizadas.

A tal efecto se han tenido en cuenta las disposiciones del libro cuarto
del Código Civil títulos J, Il Ym, en cuanto a las hipotecas de seguridad
constituidas. Y el tihllo X del Código Civil Contrato de préstamos y
singularmente de éste los artículos 1.753 y 1.754. En orden a la cah­
ficación de las referidas hipotecas o cláusulas denea:adas; se han tenido
en cuenta en el orden civil de modo ,e~pecial los articulas 1.089, 1.090,
1.093, 1.105 en relación con el 1.790 y 1.261, 1.274 al 1.277 y si­
guientes y 1.108, 1.152 al 1.155 y 1.290 a 1.295 y sus principios ge­
nerales. Dado que el préstamo de la escritura garantizado se realiza por
institución crediticia con particular procede la aplicación de la noona­
tiva de la Ley de Defensa de los Derechos del Consumidor si bien en
cuanto a la calificación registral únicamente será posible cuando su
aplicación pueda resultar de la declaración directa de la Ley sobre los
elementos calificados. Especialmente se ha tenido en cuenta la decla­
ración del carácter esencialmente conmutativo del contrato con el con­
sumidor y la nulidad de la renuncia a los derechos 'Concedidos por la
Ley así como el artículo lOen cuanto sea directamente aplicabfe.

B) En el orden real en cuanto a la regulación de la extensión,
facultades, limites, régimen de la acción real y relaciones con otros
titulares reales que compartan la finca o derecho hipotecario.

La nonnativa legal.aplicable a este supuesto implica la aplicación
de los siguientes regímenes:

a) Régimcl.l &.e~eral· libro 11, l1t del Código Civil en cuanto que
contlene los pnnclplos rcguladores de los derechos reales así como el
título séptimo del libro IV, en cuanto a los censos de donde resulta los
principio.s ~enerales de los diversos est~tos nonnativos en r~lación
con los titulares de otros censos sobre el bien. Y en cuanto a la hipoteca
su exte!1sión, facultades y estatuto real el título cuarto de la Ley Hi~
potecana.

b) Régimen especial que constituye el estatuto nonnativo «de los
prés~a.m.os hipotecarios de crédito territorial otorgados por Entidades
c~edltJclaS)): E.l ~ccre~o-ley de 5 de febr~ro de 1867, en aquellos ám·
bltos que contmuan vigentes y que constituyen una nonnatlva especial
que da al titular institución crediticia hipotecantc del préstamo tetntorial
una protección superior al titular simple del crédito hipotecario, en sus
relaciones con el tercer poseedor y titulares reales gravados.

c) De índole especial materiaL La Ley del Mercado Hipotecario
dado que la garantia se constituye en la escritura conforme a la nor­
mativa del Mercado Hipotecario, y especialmente las normas de dicha
Ley y Reglamento que constituyen el Estatuto normativo de relaciones
entre el titular, entidad del créoito hipotecario, originario o posterior,
y titulares dominicales gravados.

d) En cuanto a las aiversas hipotecas de seguridad constituidas se
han tcnido en cuenta especialmente los al1ículos 142 Y siguientes de
la Ley Hipotecaria y concordantes del Reglamento Hipotecario, y las
resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado
entre otras y por su importancia la de 21 de marzo de 1917 y 20 de
mayo de 1987.

JI. En vil1ud de dichos elementos se ha realizado la inscripción
cuya calificación previa se mantiene y explicita en la presente nota,
clasificando los contenidos de la escritura en los siguientes grupos:

a) Contenidos externos a la garantía en sí: Menciones sobre el fin
del préstamo (cláusula J), costos del préstamo distintos del interés y
TAE subsiguiente (cláusulas 5 y 6), Seguro de fallecimiento (cláusula
9), precontratos rara el futuro que precisan nueva voluntad, opciones,
desembolso anticipado transferencia del préstamo a otra vivienda (cláu­
sulas 10 y 11), incumplimientos contractuales y. obligaciones no g;aranp

tizadas y sus consecuencias (cláusula 12), sohdaridad e indivisibilidad
de la obligación, impuestos, rangos y segundas copias (cláusulas 14,
17 y 20). Procede su no admisión, por no constituir hipoteca? conforme
al al1ículo 2 de la Ley Hipotecaria, cuya inscripción es la hipoteca, no
el préstamo. . .

En el mismo ámbito está la referencia a una cuenta ínter partes.
Dado que la obligación garantizada es un préstamo y no una cuenta
de crédito, y con plena congruencia a la naturaleza de la obligación y
su régimen se ha constituido hipoteca en garantía de la devolución del
préstamo y sus intereses. Por lo cual la llamada cuenta· es un pacto
mterno ínter partes para imputaciones, etc... , sin trascendenoia en la
hipoteca. En plena concordancia con el título procede su no inscripción
por no ser oojeto de la misma.

· b) Contenidos potencialmente susceptibles de inscripción sobre los
9,ue se ha constituido hipoteca, cuya inscripción se ha denegado en los
terminas que se dirán respecto a cada uno por alguna de las siguientes
razones: .

l. Imprecisión o falta de claridad de su contenido expresado en ·e~
titulo.

2. Nulidad de las cláusulas o de la obligación garantizada
3. Contradicción con el Estatuto Normativo Real aplicable.
4. Falta de los presupuestos necesarios para la inscripción.
De estos cuatro puntos el primero entra en el régimen de la recti­

ficación, aclaración o complemento del título dado que la calificación
no puede suplir la omisión de contenidos que constan en el título siendo
éste el único elemento calificable. Los otros tres constituyen estricta
aplicación de la función calificadora de lo potencialmente susceptible
de trascendencia registral. _.

Previas estas premisas se procede a la indicación de las cláusulas
concretas y denegadas de las potencialmente susceptibles de.. inscripción
y normativa vulnerada en cada una.

1. Hipoteca de crédito hipotecario (capital, intereses remuneratorios .
y costas unicos dotados de articulo 13l y fe pública registral respecto
a la obligación garantizada, a los efectos del tráfico jurídico y mercado
hipotecario). .
· A. Devolución del capital. En orden a la devolución del capital,

SI bien resulta que el plazo final está determinado se aprecia omisión
y oscuridad en or~en a las cuotas de amortización del capital.

Dado el texto hteral de la cláusula se dice de unas. cuotas distintas
por año en cuanto a los cinco primeros sin que resulte con claridad si
son de capital, capital más intereses (lo que matemáticamente resulta
dificil ya que el monte inicial de los intereses es superior a la llamada
cuota) o si c.omprende además conceptos distintos por anticipo u ottos
de la operación. Y en cuanto a los años restantes no se indica el capital
requisito éste para calificar si las cuotas de amortízación cortesponden
al capital o hay exceso así como para conocer el importe no amortizado
según el plazo pendiente y su delimitación de los intereses.
. Por cuya razón sólo se ha inscrito, en tanto no se rectifique, el plazo
fina!.

B. Variación de intereses según módulo privado sin garantía de
procedencia oficial: .

1. Va;lidez de la cláusula en la obligacional respecto al préstamo
conmutatiVO.

a) Como cláusula revisora de la conmutatividad. '
· El módulo estadístico que globaliza operaciones particulares me­

dIante un mercado, sin garantía ,de legalidad ni régimen de responsa~

bilidad oficial de ponderación conmutativa del contrato por el organo
competente, no c.onsti~~ye mód~I~.revisor ~e la conmutatividad del con­
trato. A 'falta de el la UOlca pOSibilidad revisora de un contrato en curso,
s~lvo la voluntad de ambas partes, consi.stc en la revisión judicial, ar­
bitral, en su caso, o la revisión legal, únicas que permiten su inserción
en la estructura conmutativa del contrato.
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No se niega la posibilidad de, legalidad de módulos re~i!i~res o~·
ciales y concretamente en el prestamo del Mercado CrediticIO estan
previstos, emanados por la Dirección General de Deuda Pública. q~e
se publican en el «Boletín Oftetal del Estado», con plena concordandla
en lo que afecta a la garantía hipotecaria con el articulo 218 del Re­
glamento Hipotecario, que no cicrra el camino a módulos oficiales dis,..
tintos de los previstos. sólo admite su aplicación en virtud de módulo
oficial establecido al efecto como de hecho existen en viviendas de
Protección Oficial, Cuentas del Ahorro al Emigranle, que so.", objeto
de inscripción conforme a dicho artículo. A su vez al remlttrse las
partes constituyentes de la hipoteca a la Ley del Mercado Hipotecario
en su propia escritura, el módulo revisor aplicable al mismo confonne
a la posioilidad de emisión de cédulas. etc...,. está constituido por el
quc. se ha cread~ a tal efecto. Por lo !l1.Je. exist.e contradic~ión e,:,tre el
régimen nonnatlvo del Mercado CreditiCIO, baJo la garanha ofiCIal del
Estado a través de la Dirección General de Tesoro y Deuda Pública y
el. pacto concreto que en orden a la hip'oteca constitUlda bajo dicha Ley
no puede derogar respecto a terceros la nonnativa de la Ley del Mer­
cado Hipotecano.

b) Como simple cláusula con efectos de variación.
Si se pretende que dichp pacto no es revisor sin un pacto de varia·

ción (palabra que sólo es indicativa de un resultado fáctico),-ya no se
está en la revisión del contrato sino en un pacto adhcrido al préstamo
del que es preciso examinar su causa propia. Esta causa está constituida
por un suceso futuro e incierto que en ínterin contractual hace depender
el contenido de la contraprestación dcl dcudor de sus vicisitudes. Se
está .en el contrato aleatorio, tal y como es definido por el artículo
1.790 del Código Civil. Lo que implicarla la configuración de la con­
traprestación. no como conmutativa sino como aleatoria, y los intcreses
no como variables sino como aleatorios si se k'S denomina según su
causa artículo 1.261, 1.274 y 1.275 del Código Civil. Lo que es in­
compatible con la Ley de Defensa 'de los derechos del Consumidor,
que Impone el carácter estrictamente conmutativo del contrato siendo
nulos los pactos que alteren su causa.

Por lo que en este supuesto y aplicando el principio de conservación
. del contrato, habría que buscar su causa propia e indepcndiente excluida
la remuncratoria dando el resultado, de quc carece de causa propia y
su finalidad, confundida con su resultado consiste en trasladar los ries­
gas. de las fluctuaciones económicas del mercado del prestamista, al
prestatario sin paliativos ni ponderación posible en definitiva una im­
posición de responsabilidad objetiva al acudor, nula por cuanto ésta
sólo puede estaolecerse por Ley (artículo 1.089 en relaCIón con el 1.271
YJ.g62 y si.8uiente del Código Civil). En consecuencia desde el punto
dc vista obhgacional se está en este caso ante una cláusula nula aeter­
minante de una obligación nula y no susceptible de garantía.

2. Calificación de esta cláusula en el orden real y efectos en las
relaciones titular del crédito hipotecario~titular dominical.

La cláusula de variación no oficial implica el examen de la posibi­
lidad de constituir un sravamen variable, sin garantías de su control,
sobre el titular del dommio o de otros derechos reales. En lo que afecta
a la posible inscripción del pacto de variación particular en cuanto a
sus resultados supone que el titular dominical dueño del valor residual,
gravado con una hipoteca de esta índole, que está satisfaciendo los
Importes del crédito y cumpliendo las cargas de obligaciones «propter
rem», en bencficio y garantia de la hipoteca (conservación de la ga­
rantía, seguros, etc .. .), sufriendo los riesgos dominicales de la propicdad
y las cargas reales públicas c impositIvas pueda quedar vaciaao dcl
contenido económico del valor residual de su propiedad, como conse­
cuencia de sinicstros en el sector económico del prestamista sobrc el
que carece de posibilidad de previsión y de intervención. .

En orden a la propiedad y a terceros que comparten facultades reaLes
sobre un mismo bien, sea usufructo, censo, servidumbres, comunidad
propiedad horizontal,etc... , existe un estatuto normativo relacional es­
tablecido por la Ley, con muy pocas posibilidades de modificación en
perjuicio del otro titular, segun cada caso, y el estatuto normativo titular
de la hipoteca y titular dcl bien ~ravado no es ninguna excepción. Así
en cuanto al tItular gravado esta sujeto a una serie de obligaciones
«proptcr rem» o cargas estatutarias para la conscrvación .del valor de
la garantía aunque no sea dcudor. Ya su vez en orden a la extensión
de la hipoteca respecto al tercer poseedor existc el principio de un tope
de protección a terceros en el sentido que no cabcn extensión supenor
en perjuicio de tcrceros. Así en el límite dc intereses en perjuicio de
terceros. régimen d~ mejoras, que constituyen los princi~ios generales
del Estatuto inderogable en perjuicio de un tercero. ASI los artículos
112, 113, 114 de la Ley Hipotecaria. y por la misma causa los límites
del artículo 218. en las cláusulas revisoras según módulos oficiales que
establece un límite cuantitativo inderofable en perjuicio de terccros.

y ello es lógico pues sin cste límite el valor de la propiedad por
circunstancias externas y posteriores podría quedar redUCIda a cero per­
cibiéndola el acreedor 5in contraprestación pese a haber realizado el
propietario gravado los gastos de conservaCIón, tributos, seguros, que
corresponden a la parte pasiva de su estatuto. Colocándose el titular dc
dicha hipoteca. en peor Situación que el poseedor de buena fe e incluso
el de mala fe 'que es vencido en juicio.

y en función dc este principio por estatuto real de la competencia
hipotecaria el reglamento sólo permite aparte de módulos ofiCiales los

límites cuantitativos de traslado que establece en relación con la dura­
ción del préstamo. En consecuencia la actuación del Registrador res­
pecto a la inscripción de esta cláusula, es su denegación por ilícita. por
falta de autoridad y competencia en el ¡,autor? del módulo y falta de
causa, e implicar un pacto de responsabilidad objetiva nulo. Y en cuanto
a las cuantificaciones que puedan suponer la percepción a costa dcl
tcrcero de cuantías superiorcs incluso en módulo oficial (si estas cuan­
tías, constan de modo que resulte su percepción sobre el límite, lo que
resulta de dificil al opcrar sobre intereses), la posición es la misma que
cuando se garantizan intereses superiores a CIOCO años, o se pretcnde
la ~xtensión dc la hipoteca respecto al tercer poseedor, en cuantq a sus
mCJ9ras, sc da por no puesto.

Estatuto real de las relaciones entre el titular del derecho de hipoteca
y el titular dominical gravado.

A. Disminución del valor de la finca hipotecada. Por imperativo
del artículo 29 del Reglamento del Mercado Hipotecario, en cuanto a
la hipoteca calificada es de aplicación el artículo 29 de la Ley del
Mercado Hipotecario. Tcniendo carácter prioritario. las dctenninaciones
de la escritura se considera como un pacto entre partes.

B. Seguro sobre la finca hipotecada. Es de aplicación lo dispuesto
cn el artículo 30 de dicho Reglamento, o en su caso el límite no puede
exceder del importe de la garantía. Resultando que el seguro a que se
refiere la escritura no establece el límite del préstamo sino el del saldo
de la cuenta interna, no se inscribe sin perjUicio de sus efectos obliga­
cionales.

C. Anticipación de la ejecución, previa rescisión del préstamo y
su siguiente venta de la finca hipotecada. cualquicra que sea su posce­
doro P,O:r impago de intereses o cuota d~ al11orti~ación. ~n .las ent!da~es
de credito, 'i resrecto a los préstamos hlpotecanos de credlto temtonal,
dicha posibilidad procede aun contra tercero desde cl 5 de febrero de
1869, en virtud d~ Decreto-ley de dicha fecha según.los artículos 1.6
y. siguientes. Por lo que, y siempre que estén detennmadas las canti­
dades en el Rcgistro a los efectos de[ principio de espccialidad, y po­
sibilidad del tercero de cumplir su carga, procede la rescisión, no por
pacto, sino por normativa estatutaria especial para las Entidades credi­
ticias en los préstámos hipotecarios dc crédito territorial.

D. AntiCIpación de la ejecución por efcctuación sobrc la finca hi­
potecada de créditos p'osteriorcs que por privilegios o por hipoteca legal
produzcan la purga dcl crédito hipotecario anterior. Es prcciso hacer
constar que el perjuicio al crédito hirot¡:cario no se producG por impago
de obligaciones con hipotecas legalcs preccdentes sino por la purga
dcrivada de la ejecución preferente. Por ello en buena logica, y con­
fonne al Decreto-ley citado. habria de producirse la posibilidad dc que
el acreedor rescinda y ejecute, tan pronto sea notificado del proccdi­
miento de la hipoteca legal, suspendiéndose ésta. y cobrando el privi.
legio del precio del rcmate de la venta en la ejecución hipotecaria.
Cnterio que permitiría la solución no sólo de las contribuciones, segu·
ros y cuotas de comunidad, sino de otros privilegios preferentes que
han aparecido o puedan aparecer como créditos salariales, etc ... Pues
en puridad el privilegio da derecho al cobro preferente sobre el precio
de la venta pero el acreedor hipotecario habría dc tener la posibilidad
de que esta venta se realice en su pro~io proccdimiento que le pennite
la conservación de las facultades de ad¡·udicación, et-c ...• éste es el prin­
cipio establecido en el artículo 20 de referido Real Decreto en con­
cordancia con las garantías precisas para la ,emisión de cédulas hipo­
tecarias, con la función del créd1to real a largo plazo que implicó qllC
lá Ley Hipotecaria suprimiera en su favor las hipotecas legares de ¡n.
dale familiar, seculares en nuestro Derecho. Y ello en una época en
que toda ejecución por créditos o embargos posteriores producía la
purga de los anteriores, suprimida por la Ley de refonna del artículo
131 del año 1909.

Todo ello pone de manificsto quc el estatuto real de crédito terri­
torial hipotecario, en cuanto a las entidades crediticias tiene un régimen
estatutario, respecto al tercer poseedor. muy superior al simple presta­
mista individual, aplicable por impcrativo nonnativo, con independcn­
cia de los pactos obligacionales entre partes.

Hipoteca por intereses de demora por el concepto global consecuen­
cia del incumplimiento.

Si bien los intereses de demora del préstamo podrían ser objcto dc
garantía hipotccaria como hipoteca de máximo y dentro dcllimite legal,
fa hipoteca constituida se retÍl:re a interés de dCmora de una cuent.1.-no
garantizada con hipoteca, cuyo contenido comprendc la suma de múl~

tiples posibles obligaciones distintas e independientes, por lo que.faltan
los requisitos mínimos para la detern1inaclón de las obligaciones que
comprende y sus respectivos máximos. Se hace COnstar que el Estatuto
de los Prestamos Hipotecarios de las Entidades Crediticios en cuanto
a los intereses dc demora de los préstamos hipotccarios ha sido tradi­
cionalmcntc dos puntos sobre los tipos de interés remuneratorios como
resulta de la práctica unánime de las Cajas dc Ahorro de todo el tCIT1~

torio nacional. hasta fechas muy recientes. Por lo que la rcmisión al
Código de Comercio. imposible ya,que el préstamo mcrcantil no com­
p'rende el contrato de comerciante con civil, es consecuencia del olvido
(le la nom13tiva estatutaria dcl crédito hipotecario (eiTitarial tradicional
en España. En 1981 por Orden ministcnal de 17 de enero se produjo
la liberalización de los tipos de interés rcmuneratorios. pero no alteró
el régimen de la mora, ni el efecto a los préstamos 11lPotecarios en



BüE núm. 129 VierOl~s 29 mayo 1992 18343

cuanfo al tercer adquirente ignorándose la diferencia ~w,:ta"ncial que hny
entre la obligación prestacIón y la detem,inaciún homoJog-ada de la
rcsponsahilid<ld por mora. que se produce en el ámbito óel derecho
civil. Siendo muy dudoso que la configuración de la mora caml) una
cláusula penal pueda efectuarse medianfe juicio ejecutivo. dado que en
cuanto a esta dimensión estrictamente civil, le es aplicable la facultad
de la moderaCIón equitativa que sólo puede proceder en .JlliclO ordinario.

Hipoteca de mó'ximo por COl~ccpto gastos pagados por cuenta de la
prestataria así como costas y gastos;

En cuanto al primer capítulo, la hipoteca constituida infringe el prin·
cipio d~ cspccia.hdad mínimo que exige que cada obligación, causal­
mcnte mdcpcndlcnte, haya de estar detenninada en cuanto a Sil con­
cepto y máximo, pues de otro modo se estaría ante créditos solidarios
en la garantía. con extensión superior a la que le corresponde, aparte
de que, pudiendo alguno de estos, ser fruto de ohligación de prescrip~

ción quinquenal o trienal, no cabe que excedan. en perjuicio de terceros,
el límite temporal de la prescripcion. por analogía a '10 dispucsto para
los intereses en el artículo 114 de la Ley Hipotecaria. Se ha inscrito
no obstante la hipoteca en cuanto a la garantia ae costas'de su ejecución
dado el ligamen con el crédito hipotecario, sin perjuicio del derecho
del dC\ldor o tercer poseedor, a solicitar la reduccion del máximo CSM
tablecido para los otros conceptós. '

Otros pactos.
Accioncs rescisorias del contrato y pretendidos efectos respecto al

tercer poseedor. Con la excepción del lmpago de intereses o aquellos
en que el estatuto real así los detennine, respecto a las dcmás, rige el
articulo 1.295 del Código Civil, sin que afecten a tercero, tanto en el
préstamo como en cualquier otro contrato. De otro modo la inscripción
caría unas acciones de las que carece por derecho civil, el derecho real
y la inscripción podrá ser protectora convalidante o constitutiva de una
garanti~. pero no puede transfonnar una acción personal por derecho
civil, en una acción real. Por lo cual constituyendo acción que no deba
perjudicar a tercero por Derecho Civil no es susceptiblc de inscripción
por no estar en el objeto del Registro de la Propiedad. Badalona, 30
de junio de 1990. Fdo.: María' Purificación GarcJa Herguedas.

y vuelto a presentar -no consta fccha del asiento de presentación
en el expedicnte- fueron complementadas las dos anteriores notas con
la siguiente de 11 de febrero de 1991:~ Nota de calificación. Presentado
nuevamente el precedente documento a los efcctos de la inscripción de
las cláusulas denegadas. se hace constar que el mismo fue objeto de
inscripción en su día, en cuanto a los pactos, cláusulas y párrafos sUSM
ceptiIJlcs de inscripción, confonne al criterio del Registrador, al que se
remiticmn ambas partes, acreedor e hipoteeante, al tomo, libro y fati o
que consta en la nota de despacho precedente, con las denegaciones
que en la misma se verificaron, y extendiéndose la nota de calificación
de dichas denegaciones según la precedente nota de calificación.

Ante la nueva presentacIón se mantienen las dcnegaciones que consM
tan en la nota de ilespacho, así como la nota de calificación extendida,
en los mism~s términ<:,s que constan y por los fundamento~ de Dere~ho
que en la m1sma se dicen, que se 'complementan, en el mIsmo sentido
denegatorio, con los siguientes argumentos que refuerzan la no inscriM.
bilitlad de las hipotecas por los 'SIguientes conceptos.

Hipoteca por variaciones de intereses según Mibor.
La calificación de la obligación impuesta al deudor de satisfacer

(<intereses según las variaciones del Mlbof» como cláusula nula, por
falta de causa, conforme al artículo 1.251, y suponer un pacto de atri­
bución de responsabilidad objetiva al prestatario de riesgos propios del
prestamista, se demucstra por la existencia y regulación a tipo variable
según mercado, de contratos de (convenio de tipos de interés futurm>.

Las modalidades de dichos convenios de interés futuro, están reco­
gidas en la circular del Banco de España 15/1989, de 27 de julio, que
derogó la circular 12/1986, que habla a su vez modificado otras ante·
fiores. Dichos convenios (contratos FRA) tienen come objeto la «co-­
bertura de riesgos de tipo de interés» mediante la correspondiente COOM
traprestación. .

Concretamente la norma segunda de dicha circular que se transcribe
literalmente, dice:

1. Las entidades de!e~adas podrán fonnalizar libremente contratos
de «(convenio de tipos de mterés futuros)) (FRA) con: '

a) Personas fisicas residentes, deudores· o acreedores por préstamos
o créditos en moneda extranjera o en pesetas convertibles, según lo
establecido en la instrucción primera.

b) Entidades bancarias no residentes y otras entidades delegadas
con el propósito de:

Cubrir los riesgos de intereses derivados de las 'operaciones men-
cionadas en el anterior apartado a). .

Cubrir los nesgas de mtereses de las propias entidades delegadas.
2. La autorización a las Entidades delegadas para tOlmalizar con~

tratos FRA conlleva la autorización general para que las mismas puedan
realizar pagos y cobros exreriores por los contratos FRA que forma-
licen. . .

3. Los contratos FRA deberán estar denominados en la misma mo­
neda cn que lo esté el ries~o del tipo dc interés que se desea cubrir, y
el tipo de referencia habra de mantener un alto grado de correlación
con la operación cubierta.

Lo que pone de manifi~sto que el convenio sobre los (rie&gos de
las variaciones de mercado ~cgún H,6duJos varinb1cs libres de merca~
dm,.como es el «Mibof\l, son~ materia de un contrato propio e indeM
pendIente, con su propio objeto y' causa, de carácter anáfogo al seguro,
donde se cüntrata el riesgo. mccinnte la percepción dc una prima por
la cúmpailia crcuiticia l.1ue lo cubre. Por lo que trasladados al ámoito
interno del dcrecho de un país. y a uéditos de Carácter no comercial
ni .financiero. impiican imponer al nrcstatario en un préstamo conmu­
tativo las obligacioncs de un ascl;~rador sin el abono de la prima, o
trasladarle, sin más, el riesgo o~ietlvo I'ropio dc la empresa prestamista.

1.,0 quc refuerza la califica6ón de a nota, en el sentido de falta de
causa propia y falta de contraprestación que pague el riesgo de la va·
riación. y la nulidad del pacto de variaCión scgún Mibor, al amparo
del artículo 1.261 del Código Civil, en la contratación con el público,
por carecer de contraprestación, que en los contratos sobre riesgo (seM.
guro) ha de constar p'0r escríto y detemlinada, así como su ilegalidad
en cuanto sea una atribución objetiva de riesgos del prestamista al pres~

tatado. Por 10 que faltando la causa no es susceptible de inscripción.
Intereses de demora.
La no inscribilidad de la hipoteca en garantía de «intereses de de·­

mora cuantificados subjetivamente en conccpto de indemnizaciones de
daños perjuicios» (conccpto díferente de la mora objetiva fijada por
nonna general) se refuerza por la distinción en nuestro derecho entre
<da obhgació, que da lugar a la acción de su cumplimiento e'l forma
especifica o por cquivafente» (artículo 1.088 del Código Civil y si­
guientes) y la responsabilidad por incumplimicnto, que da lugar a la
mdemnización del plus de daños y perjuiCIOS (artículos 1.101 y siguienM
tes). Así como la distinción en la fianza, entre la fianza simple donde
el fiador se obliga a pagar o cumplir por un tercero si no lo hiciera
éste (articulo 1.822 parrafo primero, del Código Civil). que garantiza
el cumplimiento de la obligación, sus accesorios y les gastos áel juicio,
y la fianza solidaria (párrafo segundo de dicho artículo) que convierte
al fiador. frente al acreedor en un codeudor solidario c1e la ohligación
y de todas las responsabilidades y consecuencias del incumplimiento
con el mismo régimen del deudor mcumplidor, 'i con todas las acciones
y excepciones de éste contra el acreedor, al regimen de los artículos
1.140 y siguientes del Código Civil donde el fiador es responsable para
con el acreedor no sólo del prccio sino además de lá indemnización
de daños y abono de intercses (artículo 1.147 del Código Civil).

Esta distinción es sustancial en la hipoteca, que se constituye, his~

tóricamente como una fianza, simple de carácter real sobre la finca, sin
que pueda aumentarse su extel'lsión, y el perjuicio al tercero, más allá
de la fianza simple. En cuanto a tercero, la hipoteca sólo garantiza el
cumplimiento de una obligación, siendo éste su máximo posible conM
fonne el artículo 1.857 del Código Civil y 104 Y 105 de la Ley Hi~oM
tecaria, sin que altere (<1a responsabilidad personal ilimitada del" deuoor
conforme al artículo 1.911 ·del Código Civil».

Ni en el derecho histórico español, ni ·en el derecho vigente es POM
sible la hipoteca por responsabilidades o penali7..3ciones subjetivas al
deudor por el incumplinuento (ni si~uiera en las hipotecas privilegiadas
legales por contribuciones gastos de comunidad, etc.; y la finca hipo.
tecada sólo cubre la obligación tributaria, no las penalizaciones o in·
demnizaciones por incumplimiento). De otro modo, mediante la garan­
tía de penalizaciones subjetivas, cláusulas penales, deudas inmdeniza­
torias por incumplimiento etc., y su cobertura hipotecaria, el tercer­
poseedor, no deui:!or, quedaría de hecho sujeto al estatuto del deudor
solidario y al cumplimiento de todas las consecuencias del contrato
donde no es parte. Por lo que la pretensión de cuhrir mediante hipoteca,
y trasladar a terceros indemnizaciones y penalizaciones por incumpli­
miento excede la posibilidad de garantía hu>otecaria, y rebasa los lí­
mites rennitidos por el Derecho para su eficacia respecto a terceros.
Para admitir la :posibilidad de extender sobre el tercero responsabilida­
des por incumplimiento más allá del pago de las obligaciones garantiM
zadas sería preciso cambiar las leyes flipotccarias del Derecho español.

Tema diferentc es la posibilidad de una nonnativa general, que por
norma estatutaria aplicable al crédito real, pennita la repercusión de
determinados conceptos señalados y cuantificados por la not1l1a y bajo
la garantía de la autoridad competente, como sucede con la mora norM
malizada tradicionalmente para el crédito hipotecario, con la revisión
de intereses según modelo oficial, con la normativa sobre seguro de
los bienes hipotccados, etc., que constituyen parte del estatuto real,
objetivo y general. regulador de las relaCIOnes entre las titularidades
hipotecana y dominical, por fuerza, no de la voluntad de los contra~

tantes, sino de la autoridad competente de la que emanan.
En orden a los conceptos del· título que se califica, señalados en la

cláusula duodécima bajo la rúbrica consecuencia de incumplimiento,
se hace constar. además. la íncompatibilidad de los intereses de demora
establecidos 'con la reserva de las indemnizaciones de los k'astos oca~

sionados por el incumplimiento, incurriendo cn doble petiCión de con~
cepto. Badalon, 11 de febrero de 19Q1. Fdo.: Maria Purificación García
Hcrguedas.

11

El Notario autorizante de la escritura interpuso recurso gubernativo
en cuanto a las cláusulas no inscrita!> 2.~ (duración y su modificación),
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4." Y 13 (intereses moratorios), 5.a (intereses variables. tipo sustitutorio
y cuantía c"n las primas del inmueble), 10, 11 (reembolso); 12 (incuro.
plimiento por declaración falsa), 13, 14 Y 16. Hace constar en su in­
foone que la mayoría de los anteriores pactos no inscritos han sido
declarados inscribibles según abundante jurisprudencia de este Centro
Directivo, y algunos de ellos en resoluclOncs dictadas revocando pre­
cisamente calificaciones de la Registradora. Hace constar igualmente
que el asiento practicado desnaturaliza 10 convenido por las partes, que
no es lo que consta en el Registro, sin que sea el funCIOnario calificador
el autorizado para sancionar como abusivas las condiciones de un cré­
dito, según doctrina de las resoluciones de 16 de febrero, 16 de marzo
y 26 de diciembre de 1990 -las dos últimas recaídas contra califica·
ciones del Registro número 2 de Badalona-. Que para entablar el re­
curso no es necesario el consentimiento de ambos contratantes y que
el Notario autorizante puede hacerlo en todo caso'(l12-3." del Regla­
mento Hipotecario) y que el contenido de la cláusula 21 de la escritura
-«ue faculta al Registrador a inscribir los pactos que estime deben
serlo-- no 'Supone una renuncia anticipada al recurso, que por otra parte
será nula -artículos 24 de la Constitución y 2.... Y 3.° de la Ley de
Consumidores-o A continuación expone los argumentos en favor de la
inscripción de las cláusulas recurridas, similares a los que se han indi-
cado en resoluciones anteriores sobre este tema. .

III

Tras unos escritos Sin trascendencia en cuanto al fondo del recurso,
la Registradora en su extenso informe alega. 1) La Improcedencia del
recurso ya que las inscnpciones practlcaáas contienen la hipoteca tal
como fue constitUida por las partes y estos asientos están baJ'o la sal­
vaguardia de los Tribunales -articulas 1 y 38 de la Ley Hi¡?otecaria­
y SI los titulares consideran que la inscripción es inexacta, sólo tienen
el procedimiento de rectificación de errores -articulo 40 de la Ley-.
Todo el eje- de la cuestión se centra en la cláusula 21 de la escritura,
gue. es una c1~usula de consentimiento constitutivo de la extensión y
hmltes de la hipoteca y conceptos sobre los que ha de versar la misma
y por eso la titular del Registro no ha suspendido ni denegado sino
que ha inscrito la hipoteca queri~a por las partes que es la puesta en
la !1qt~ de d.espaf?h.o ,Y. no la escnturada pur ellas, que aprovechan así
el JUICIO de mscnblbJlidad y se someten a él. Modalidad que podrá ser
anómala pero perfect-amente lícita, veste juicio que hace del Registra­
dor árbitro del contrato es similar"a la facultad frecuente en materia
testamentaria de designar el tesIaoor al Notario como albacea con fa­
cultades de interpretar el testamento, Y de esta forma el titular del
dominio ~e ve garantizad<;l, al estar su propiedad bajo la salvaguardia
de los Tnbun.ales,. ex.t~ndlén~ose a continuación sobre el peligro que
representa la lOscnpclOn parcJ.a.1 ~ada la gran, diversidad de personajes
que representa el mundo creditiCIO y las téCnicas confusas que preten­
d~n establecer ~na especie de vasos comunicantes entre el crédito y la
hipoteca. Termma este punto estudiando la inalterabilidad del contenido
de las esc!i~ras p'úbli~as y señalando los fundamentos legales y la
numerosa J~nspr.¡(:ten~la~e este C~ntro sobre la no posibilidad de· al­
terar los astentos ya .IOSC~tos en Virtud de un recurso gubernativo. 2)
Falta d.e .n~ta de:: cah.fi~a~~ón de orden suspensiva ni denegatoria, sin
qu~ ~l J~I.ctO 4e tnscI1b!b.¡Jld~d.practicadoen la inscripción' sea nota de
cahhcaclo.n, SIOO un JUtCIO hmltado a dar operatividad a la cláusula 21
de la escntllra; entrando a continuación a señalar las diferencias entre
el juicio de inscribibilidad y el de. c.alificación ~~éase resolucione~ de
16 de m~rzo de 1~90 y de 26 de dtc~em~re,del mismo año promovidas
por la mIsma Regtst,?dor~-. Y termma indicando en este punto que al
no haber nota de calificaCión no cabe recurso gubernativo conforme a
reiterada jurisprudencia de este Centro. 3) El fedatario no'pu~de inter­
poner ~I recurso pu~s el único que podría interponer (artículo 112 úl­
timo parraf~) lo sera a ef~ctos dOctnnales y no cabe al no existir nota
de denegaclOn o suspensIón, ya que la inscripción se ha hecho y sin
defecto alguno puesto en el título. Y tampoco rueden interponcrfo las
partes,.pues en esa cláusula 21 se.sometieron a juicio dcl·Registrador,
y termlOa este punto con un estudIO acerca de la naturaleza del recurso
gube~ativo, de la jurisdicción voluntaria extrajudicial y del Derecho
Notanal.

IV

El Presidente del Tribunal Supcrior de Justicia de Cataluña admitió
la falta de personalidad del Notario recurrente en base a lo pactado en
la cláusula 21 de la escritura discutida,

V

El Notario aut<:,riza~te apeló la decisión presidencial akgando en
<:uanto al fondo dlscuttdo, que el recurso no va dirioido a moditicar
asientos d~1 Registr:o, sino a oblcner ~ travé:s del mis;TIo la ins¡;ripción
d~ ~ctcnmnadas clausulas de la cscntura y comolef.ar así los J:.aentos
~glstrales; ~ue ~l artículo, 434. dc~ .Reglamento Hlpot('c<1.rio supone una
SImple ;:onfonnldad a la IOscflpclOn parcial; que no es concebible que

una decisión administrativa que veda el acceso a un servicio público
no sea susceptible de recurso alguno --como sostiene la Registradora
en su intonne-; y que el pretender impedir el recurso en base a no
hab~rse extendido -a su jUicio-- nota de calificación fue ya resucito en
sentido de que puede interponerse, según la resolución de 16 de marzo
de 1990 promovido por la misma funcionaria. _

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 1, 12, 131-3." Y 4." Y 14 de la Ley Hipotecaria;
112-3."; 429 Y 434 del Reglamento para su ejecución y las resoluciones
de este Centro de 27 de enero de 1986,5 de junio, 23 y 26 de octubre
de 1987,21 de enero de 1988. 19 de febrero, 16 de marzo y 26 de
diciembre de 1990 y 14 de enero de 1991.

Primero.-La única cuestión tratada en el auto apelado -en base a
lo alegado por la Registradora en su escrito-- es la de si el Notario
autorizante oe la escritura tiene personalidad para interponer el recurso
gubernativo contra la denegación parcial de oeterminados pactos con­
tenidos en el título calificaoo, dado lo establecido por las partes en la
cláusula 21 -que aparece transcrita en los hechos~.

Segundo.-El articulo 434-4.11 del Reglamento Hi~tecario recoge el
supuesto de inscripción parcial del título, y ello puede suceder, en pri­
mer .lugar porque los propios interesados hayan solicitado el que de­
terminados pactos o estipulaciones concretas -que señalan expresamen­
te-- no tengan acceso al Registro, en cuyo caso la nota de despacho no
indicará los motivos de suspensión o denegación y no cabe por eso
mismo la interposición del recurso gubernativo, ya que no ha existido
calificación de esas cláusulas por parte del Registrador. Todo ello sin
perjuicio de que si este último entlcnde que la solicitud de no inscrip­
ción afecta o altera sustancialmente el contenido del documento denie­
gue o suspenda la inscripción del mismo.

Tercero.-Un segundo supuesto de inscripción parcial puede tener
lugar cuando el inter~sado, ante la calificación hecha por el R~gislrador,
~uestl? su conformidad a que se despache e.l documento sm esta es­
tlp~laclon q pacto, o con el alcance y contemdo que expresa la califi­
cación realizada -véase artículo 429-2." del mismo texto legal~ en
cuyo caso como es natural se podrá. recurrir por el interesado rcsp~cto
dI? las cláusulas denegadas o suspendidas. E Igualmente se podrá. recu:­
rnr en el supuesto examinado en primer lugar, si por los intcresados
se presenta nuevamente el título, con el objeto de que se inscribon
todas o algunil:s de las c.láusulas que en un principi.o se solicitó qucdarar:.
fuera de los hbros reglstrales, y ahora al ser caltficadas se denjcgu~n
o suspenden.

C,uarto.--Cuestión distinta es el supuesto -también de inscripción
parclal:- en que los interesados. cualquiera que sea el motivo -v.g, al
solo efccto de obtener cuanto antes el acceso del documento al Regis­
tro--. solicitan en té~inos genéricos la inscripción de los pactos ~uc el
Registrador. no cuestIOne, pues entonces ha de extenderse por, éste la
nota de calificación denegatoria o suspensiva respecto de los _pactos
restantes, contra la que claro es,. cabe el recurso a que se refiere el
artícul!J 112 del Reglamento Hipotecario.

Qumto.~Así lo fia. entendido en ~el cXl?cdiente la Registradora ya
gue en la pri~era nota s~ñala la dcnegacion de una serie .de pacto~ en
la que se Justifica ~10 mismo que en las dos notas postenorcs debidas
a nueva presentación del título-- las causas o motivos por los que tales
es!ipul~c~on~s no ha!1 tenido acceso al Registro. Y contra la negativa
a IOsc_nblr dichas ,clausulas, cabe, como ya se ha indicado; interponer
el corre~pondienterecurso gubernativo, pues de otra postura sería tanto
como dejar en indefensión a los usuarios de un servicio público --el
Registro de la Propiedad- al no podcr contar con el medio noonal para
tratar de completar el cOntrato que han suscri-to, y que éste se proyecte
de e,sta fo~a c~ los !i~ros reg.lstrales, si su pretensión tiene cxito.

El fun~lOnano cahtlcador tlenc que denegar o suspender íntegra­
mente el mgreso del documento si entiende que las cláusulas que no
deben acceder al Registro, inciden en el total contexto pactado por las
partes, pero lo que no puede hacer es alterar su contenido y transformar
como en este caso una hipoteca que garantiza intereses variables en
otra que sólo garantiza intereses fijos, Inscribicndo lo que las partes no
e~tipularon en la escritura pública. La facultad que se concede al Re­
gIstrador en la cláusula escriturada ha de entenderse subordinada' a lo
expuesto anterio·nnente~ No se trata por otra parte de alterar un asien!o
que como tul se cncu.entra bajo la. salvaguardia de los Tribunales -ar·
tlculo 1 de la Ley Hlpotecana- smo de completarlo --en su caso y si
prospera el recurso-- a través del contenido der propio título presentado.
y de ahí la personalidad para interponerlo del Notario autorizante que
se enc~cntra intcresado en la dccisllJn que pueda adoptarse respecto u
detenmnadas cláusulas no inscritas.'

Sexto.-En el caso planteado se presentan cuestiones identicas a otras
resuel!as pO.f, este Centro pirecti.vo en recursos int¡;rpl;lestos contra notas
de cahficaclOn de la propia Registradora, y como mdu.;aba la resolución
de 14 de en~ro de 1991, ramnes de economía procesal abonan que se
el"l;tre e.n el tondo del a.<¡unto, y por eH\). reiterando la doctrina de esta
Dlrecclón, hay que admitir la hipoteca en garantía de intereses variables
--clá1.!sula 7.~-. siempre ~u~ tales intcres:.::s I?u~dan ~er, dctenninados en
su dta pUf un factor obJetiVO y S0 señale .límltl.: maXlmo de responsa-
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de abnl, de retnbuclOnes de las Fuerzas Armadas,_por el presente en
cumplimientO de lo ordenado por el Tribunal, se emplaza a los posibles

·interesados en el mantenimiento del acuerdo de la resolución recurrida,
que sean titulares de un derecho subjetivo o un interés legítimo, ante
la referida Sala por plazo de veinte días.

Madrid, 4 de abril de 1992.~EI Subsecretario, Entique Martínez Ro-
bles. .

Habiéndose interpuesto ante la Sala de lo Contencioso-Administra­
tivo del Tribunal Supremo recurso contencioso-administrativo _por don
Donato Martínez Solano en impugnación dcl Real Decreto 359/1989
de 7 de abril, de retribuciones de las FUerzas Armadas, por el presente:
e~ cUJT!plimiento de lo ordenado.PC?r el Tribunal, se emplaza a los po~
slbles mteresados en el- mantemmlento del acuerdo de la resolucIón
r~currida, que sea~ titulares de un derecho subjetivo o un interés legí­
timo, ante la refenda Sala por plazo de veinte días.

Madrid, 4 de abril de 1992.-EI Subsecretario, Enrique Martínez Ro-
bles. -

"

r:

RESOLUCION de 4 de abrí! de 1991. de la Subsecretaría,
por '.a que se emplaza a los interesados en el procedimien­
to "umero 8912722·1 de la Sala de lo Conlencioso·Admi­
nistrativo del Tribunal Supremo.
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12399 RESOLUCION de 4 de abril de 1991, de la Subsecretaría,
por la que se emplaza a los interesados en el procedimien~
to número 11269211989 de la Sala de lo Contencioso-Ad­
ministrativo del Tribunal Supremo.

Habiéndose interpuesto ante la Sala de lo Contencioso-Administra­
tivo del Tribunal Supremo recurso contencioso-administrativo por don
Rafael Mateas Gonzálcz en impugnación del Real Decreto 359/1989,
de 7 de abril, de retribuciones de las Fuerzas Armadas, por el presente,
en. cumplimiento de 10 ordenado por el Tribunal, -se emplaza a los
posibles interesados en el mantenimiento del acuerdo de la resolución
recurrida, que sean titulares de un derecho subjetivo o un interés legí~
timo, ante la referida Sala por plazo de veinte días.

Madrid, 4 de abril de 1992.-EI Subsecretario, Enrique -Martínez Ro-
bles. . .

RESOLUCION de 13 de abril de 1992; de la Secretaría
de Estado de- Economia, por la que se hace público el
acuerdo de la Comisión Delegaaa del Gobierno para
Asuntos Ecollómicos por el que se resuelven solicitudes de
beneficios en las zonas de promoción económica, mediante
la resolución de ochoexpedielJ/es.

La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, en
su reunióndel día 26 de marzo de 1992 adoptó un acuerdo, por el que,
a propuesta del Ministerio de Economía y Hacienda, se resuelven ocho
expedientes de solícitud de incentivos regionales previstos en la Ley
50/1985.

Considerando la naturaleza y repercusiones económica y social de
dicho acuerdo, esta Secretaría de Estado, por la -presente resolución,
tiene a bien disponer:

Dar publicidad en el «Boletin Oficial del Estadm} al texto íntegro
del acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Eco­
nómicos de fecha 26 de marzo de 1992. Dicho texto, con relación
nominal de las empresas afectadas, se incluye como anexo a esta re-
solución. ,
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bilidad hipotecaria, y sin que dicha cláusula pueda ser tachada con
nulidad <..:ipso jure) por el Registrador en aplicación del articulo 10 de
In Ley de Defensa de los Derechos de los Consumidores. Como con­
secuencia de la inscripción de esta cláusula. ha de hacerse constar tam~
bién la posible disminución o aumento del plazo de vencimiento de la
hipoteca, ya gue no se trata de prevenir un convenio nuevo que mo­
difique en el futuro la hipoteca ya constituida, sino de un cfecto previsto
que es lógico resultado de la variabilidad establecida.

Séptimo.-Lo mismo sucede en cuanto al posible devengo de inte­
reses moratorios de las obligaciones contraídas -en los supuestos que
más adelante sc indicará-, caso de que se incumplan, que habrán de
<lccedcr al Registro cuando los intereses estén debidamente cuantifica­
dos y garantizados --cláusula 13-. Y ello obliga a la inscripción de la
cláusula 12 en la parte en que se determina la cuantía de dichos inte­
reses, así como por su íntima conexión las cláusulas 4.a y 5.a

Octavo.-En cuanto a la cuestión que se plantea res~ecto del princi­
pio de detcnninación, hay que reiterar lo declarado en las resoluciones
de 26 de diciembre de 1990 y 14 de enero- de 1991, de que cabe la
admisión de la cláusula que engloba mensualmente las cuotas de amor·
tización e intereses, siempre que aunque no esté detenninada con an~
ticipación la parte de una y otros, se exprese la fórmula matemática
convenida para ello, lo que aparece en la escritura calificada respecto
del periodo fijo, pero no en cuanto a la cuenta operativa y sus partidas
respecto del penodo variable, al menos en la copia aportada a este _.
expediente, e Ignorándose si se contenía en la presentada a inscripción.

Noveno.-Se entra ahora en el resto de los puntos a que hace refe­
rencia la nota, pero sólo en cuanto a los extremos a que se refiere la
redamación de recurrente. De la nota resulta que no se ha inscrito la
cláusula 9.a, relativa a los seguros dc fallecimiento y de inmuebles, que
habrá de inscribirse, dado que su impago es causa de vencimiento de
la hipoteca y se encuentran garantizadas las cuotas como partidas ano­
tadas en la cuenta. En la cláusula 12 -vencimiento anticipado--, será
inscribible el segundo apartado -falta de pa¡w de cualquier suma adeu­
dada-? que induuablemente ha; que entender referida a las garantizadas
con hipoteca, 3:sí como el 5. -r~latjvo ~ la aparici~n en la finca dc
cargas no consignadas en la escntura (vease resolucIOnes de 23 y 26
de octubre de 1987)-. Son también inscribibles las contenidas en la
cláusula 12· número 2 -pago de contribuciones e impuestos (resolucio­
nes de 16 de marzo y 26 de diciembre de 1990)-: número 3, no arrendar
por un importe inferior a 75.000 pesetas mensuales (resolución de 27
de enero de 1986) así como la cláusula 16, relativa al carácter sdidario
de los dos-deudores prestatarios (resolución de 5 de febrero de 1915).

En cambio nolienen el carácter de inscríbiblcs: a) el contenido de
la cláusula 11 que s.e refiere a operaciones de futuro, y que ya tendrán
su tratamiento adecuado cuando esta situación (reembolso anticipado
o transmisión) pueda producirse; b) los contenidos en la cláusula 12
~vencimiento anticipado- en los casos siguientes: número 1 -falsedad
en-la d.cclaración-; número 3 -incumplimIento con carácter general en
las obligaciones del contrato-; número 6 -situaciones concursales o de
quiebra- v número 7 -en caso de procedimientos de ejecución y em·
bargo-. Todas ellas por las razones ya expuestas en la resolución de
27 de enero de 19R6, 5.dcjunio y 23 Y 26de octubre de 1987. No es
tampoco inscribible la contenida en 1,3 cláusula 13, obligación 4.a

­

transmisión de la propiedad como causa de vencimiento (resoluciónde
27 de enero de 1986).

Esta Dirección General ha acordado revocar el auto apelado en cuan­
to que no reconoce rcrsonalidad para intellloner el recurso al Notario
autorizante de la escritura, y declarar además inscribibles aquellas cláu­
sulas recurridas según resulta de la anterior propuesta de resolución y
lo demás acordado.

Lo que, co!! ~evolueión del-expediente original comunico a V. E.
para su conOCimiento y efectos.

Madrid, 24 de abril de 1992.-EI Director general, Antonio Pau Pe­
drón.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña.
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RESOLUCIONde 4 de abril de 1991, de la Subsecretaria,
por '.a que se emplaza a los interesados en el procedimien­
to numero 89/2622-1 de la Sala de Iv COII(encioso~AdtlTl··

nistrari\'o del Tribunal Supremo.

Habiéndose intcrpuesto ante la Sala de lo Contcncioso-Administra­
tiv~ del Tribunal Sllprc~o recurso contencioso-administrativo por don
J.avl~r .9rt.ín Ga~~ia .cn Impugnación del Real Decreto 359/1989, de 7

Madrid, 13 de abril de 1992.-EI Secretario de Estado de Economía,
Pedro Pérez Fernández.

ANEXO A LA RESOLlJClON

Texto dcl acuerdo de la Comisión Delcgada del Gobierno para
Asuntos Económicos

La Ley 5011985, de 27 de diciembre, sobre incentivos regionales,
desarrollada reglamentanamcnte por el Real Decreto 1535/1987, de 11
de diciembre, constituve un nuevo instrumento para las actuaciones de
ámbito estatal, dirigicfas a fomentar las iniciativas empresariales con
intensidad selectiva en detennmadas regiones del Estado con objeto de
repartir equilibradamente las actividades económicas dentro del mismo,
atribuye determinadas funciones al ty1iniste.ri~ d,: Econ~mia :1 Ha~ieJ:lda,


